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I. IDEA GENE-RAL.

A. Resumidos los principios fundamentales de los sistemas procesa-
les administrativo? de los pueblos hispánicos, razone? de cultura y de
sangre nos llevan a hacer especial referencia del Derecho procesal admi-
nistrativo de los pueblos de otra ¡irán comunidad de naciones : la comu-
nidad árabe. Ese conjunto de pueblos de gloriosa tradición y nobles ca-
racterísticas que. después de la decadencia <le un Imperio que supo es-
parcir en el mundo una civilización brillante (1), ha permanecido largo
tiempo sometido a imperialistas naciones europeas, pero que, al fin. está
a punto de lograr la total independencia de todos y cada uno de los tro-
zos de su vasto territorio.

B. Pero ofrecer un estudio del Derecho procesal administrativo de
cada uno de los pueblos árabes excede de los límites de este trabajo.
Basta señalar que en los mismos se observan las dos tendencias —jurli-
cialista o administrativa— que se dan. en general, en el Derecho pro-
cesal administrativo comparado, con manifiesto predominio d? la segunda.

(*1 El presente trabajo es un capítulo del Título III (dedicado al Derecho com-
parado) del tomo primero de un Derecho procesal administrativo, cuya aparición es
inminente.

(1) Cfr. M. BAROUDI, Les problemes juridiques concernanl VAdministralion des
communautes sous mandul, Imprimerie Gcnevoise, Genova, 1049, pá?. 7. En el mismo
sentido, en la conferencia que, bajo el título Historia internacional de Siria, pro-
nunció en el Seminario sobre el Mundo árabe, organizado por el Instituto de Estu-
dios Políticos, el 6 de abril de 1951.
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1. La influencia francesa es manifiesta en la mayoría de los Derechos
administrativos de los pueblos árabes. El modelo del Consejo de Estado
francés se ha tenido en cuenta en la evolución de la legislación procesal
administrativa, y su jurisprudencia no ha dejado de servir de ejemplo
a los órganos que ejercen jurisdicción en materia administrativa en los
países árabes. Para calibrar el alcance de esta influencia quizá sea sufi-
ciente señalar que pueblos tan caracterizados como Egipto, Siria (2) y
Turquía (3) lian confiado su jurisdicción administrativa a un Cuerpo
administrativo de características similares al Conseil d'Etat.

2. Sin embargo, al lado de estos países que han adoptado el sistema
adminstrativo en la organización de su justicia administrativa, cabe en-
contrar también ejemplos de sistema judicial. Tal es el caso del Líba-
no, que, a pesar de la influencia francesa que se observa en la evolu-
ción de su legislación, lia adoptado un sistema judicial (4).

A continuación vamos a examinar un ejemplo de cada uno de estos
sistemas: Egipto, entre los sistemas administrativos; el Líbano, entre los
judiciales.

(2) Sobre la evolución y régimen constitucional de Siria en general, cfr. obras
citadas en nota anterior. Además, GIANNIXI, yuove Costituzioni di Stati del virino
Oriente e dell'África, «R. T. D. P.» IIF, 2, pás. 421; hlam e minoranze religiose
nella nueva Costituzione siriana del JP5O, en «Oriente Medio», XXX, 1950, págs. 110
y siguientes, y Constitutional Development in Syria, en «The Middle East Journal»,
1951, págs. 137 y ss.

Sobre el régimen conlencioso-administrativo vigente en Siria, el propio M. BAROUDI
me ofreció un excelente resumen en francés de un extenso y completo trabajo publi-
cado por el mismo en la revista del Colegio de Abogados de Damasco.

(3) Cfr. SIDUIK SAMI ONAR, Des rapport* et des ressemblances existanl entre les
Conseils d'Etat ture et ¡raneáis, «L. J C. E.n págs. 555-574, en especial págs. 566 y si-
guientes, en que afirma : «El hecho de que los hombres de Estado turco hayan toma-
do en esta materia a Francia como modelo, so explica, de una parte, por la perfección
del sistema francés, y de otra, por las similitudes que presentan desde este punió
de vista la evolución histórica y la estructura política de lo? dos países.» «El Consejo
de Estado turco es el Tribunal común en materia administrativa y el juez de Capa-
ción de todas las decisiones que emanan do las autoridades administrativas dotadas
de potestad jurisdiccional.» Siguiendo el modelo francés, se clasifica el contencioso-
administrativo en contencioso de anulación, de interpretación y de plena jurisdicción.
Cfr. pág. 569.

(i) Aparte del Líbano, existen otros países africanos, incluso algunos que no pue-
den considerarse árabes, que adoptan un sistema judicial. Así, Eritrea, cuya Constitu-
ción de 1952 (art. 86) atribuye a un órgano judicial —la Corte Suprema, compuesta
de 3 a 7 Magistrados— la jurisdicción en materia administrativa. Dicha Corte Su-
prema, además de Tribunal de casación y constitucional, «es Tribunal Supremo admi
nistrativo, en cuanto juzga las acciones dirigidas contra los órganos administrativo!»
(del Gobierno o de otros entes públicos (salvo que la ley instituya jurisdicciones
especiales)». Cfr. GIANNINI, Nuove Coslituzioni, cit., págs. 447 y ss.
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II. EGIPTO.

A. Idea general.

1. La fecha de 1946 es decisiva en la evolución del Derecho procesal
administrativo de Egipto. Hasta entonces no existía una jurisdicción es-
pecial administrativa. Los conflictos entre la Administración y los particu-
lares se sometían a la decisión de los órganos de la jurisdicción ordina-
ria, aplicando reglas inspiradas en la jurisprudencia del Consejo de Es-
tado francés. Este sistema contencioso-administrativo presentaba —se ha
dicho— (5) dos grandes defectos : su insuficiencia y su complejidad.

a) Era insuficiente, por ser un contencioso de indemnización : sólo
se podía hacer valer la ilegalidad de un acto con ocasión de una de-
manda de indemnización. No podía anularse el acto ilegal en los demás
casos.

b) Su complejidad era manifiesta : los Tribunales que conocían de
los litigios administrativos eran de naturaleza distinta (mixtos, naciona-
les...), y las reglas aplicadas por un mismo Tribunal, diferentes.

2. Pero en 1946 se va a lograr, al fin, la creación de un Consejo de
Estado, creación que circunstancias históricas habían demorado conside-
rablemente : en primer lugar, la lucha por la independencia nacional
había polarizado toda9 las energías nacionales; por otro lado, las auto-
ridades inglesas no podían ver con bueno» ojos la implantación de una
institución de inspiración francesa y desconocida en Inglaterra (6). Es

(5) JEAN DE SOTO, Le Conseil d'Ftat ¿gyplien, «Rev. D. Puh.», LXV, 4, págs. 454
y siguientes: WALINE, La jurisprudence contentieuse du Conseil d'Elat égiptien, en la
misma Revista y número, págs. 490 y ss., y Le contrate jnridictionel de V Administra-
ñon, El Cairo, 1949, págs. 64-104; WATRIN, Le Conseil d'Etat égyplien, «E. D.», 1948,
págs. 119-123: ABDEL RAZZAK AHMED EI SANHOURY PACHA y OSMAN KALII. OSMAN,
Le Conseil d'Etat égyptien el le Conseil d'Etat francais, «L. .1. C. E.», págs. 575-584;
SOLIMÁN, Le detournement de pouvoir el son application en Droil administratif égyplien
(tesis), París, 1949. Sobre el contencioso, se han presentado, últimamente, varias tesis
en Francia. Cfr., en versión dactilográfica, EI.CARF, Les condiüons de recevabilité du
recours contentieux en Droil adminislrntif Irancais et égyplien, Parí«. 1954, y TALIA-
DOROS, Le controle de la legalite. des actes administratif.t au moyen du recours pour
exces de pouvoir devant le Conseil d'Etat egyptien, París, 1954. (No se han consulta-
do estas monografías. Se citan según noticia aparecida en «Rev. D. Pub.», 1955, pá-
ginas 268-269.)

(6) DE SOTO, art. cit., pág. 453. Por eso se ha dicho que «la tendencia hacia un
Consejo de Estado formaba parte de la corriente nacionalista que aspiraba a dotar al
país de las instituciones políticas y administrativas más aptas para garantizar la Indepen-
dencia». Cfr. MARISXAS, La institución del Consejo de Estado en la actualidad. REVISTA
DE ADMINISTRACIÓN PÚIUCA. núm. 1, p. 25.
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en 1946 cuando las últimas tropas inglesas se preparan a abandonar sus
bases de guerra y a dejar Egipto, con exclusión de la zona del Canal de
Suez. Y una ley de 7 de agosto de 1946 crea el Consejo de Estado. Sin
embargo, sobre ciertos puntos su jurisdicción se combinaba con la de
los Tribunales judiciales, y especialmente con la <le los Tribunales mix-
tos; pero este último obstáculo no podía ser más que temporal, puesto
que la Conferencia de Montreux había puesto fin al régimen de capitu-
laciones, después de un período transitorio que debía terminar el 14 de
octubre de 1949. Por ésto, y para acoger ciertas modificaciones de de-
talle que la práctica había considerado necesario, sn imponía la modi-
ficación de la Ley de 1946. Y éste fue el objeto de la Ley 9 de 1949.
Esta Ley no modifica fundamentalmente la de 1946; pero, siguiendo un
buen criterio, en vez de ser una ley meramente modificativa, sustituye
totalmente a aquélla. Por tanto, el intérprete no tiene necesidad de acu-
dir a dos textos legales distintos. Para conocer la regulación del Consejo
de Estado egipcio y su sistema procesal administrativo basta acudir a
la Ley 9 de 1949 (7). Ley que, como la española de lo contencioso y las
de otros países, en su artículo 11 señala a los Códigos de procedimiento
civil y mercantil como supletorio de las normas procesales administrati-
vas contenidas en aquélla.

B. Sujetos del proceso.

1. Órgano jurisdiccional.

a) En Egipto el conocimiento de los litigios administrativos se con-
fía al Tribunal de lo oonteiicioso-administrativo que forma parte del
Consejo de Estado (art. 2, Ley), que se divide en varias Salas. La Asam-
blea general del Tribunal tiene, entre otras funciones, el reparto del tra-
bajo entre las distintas Salas (art. 30, Ley). Según el artículo 27, cuantas
veces una de ellas, en el examen de un asunto, estime que el punto ju-
rídico sobre el que ha de resolver ha sido objeto de decisiones contra-
dictorias o que la Sala cree oportuno revisar un principio de Derecho
consagrado en anteriores decisiones, podrá enviar el asunto a las Salas
reunidas del Tribunal. Estimamos sumamente acertado este precepto,
pues permite mantener la unidad de i'urisprudencia. Cuando se trata de
cuestiones de anulación, la Sala a que corresponda estará formada por
cinco miembros; en los demás, por tres (art. 8).

b) Un aspecto relevante de la organización de los Tribunales es el

(7) Para redactar este capítulo <-e lia tenido en cuenta la traducción de dicha Lev,
que, confrontada con la traducción oficial (publicada en el «Diario Oficial» del Go-
bierno egipcio, en el número extraordinario de 3 de febrero de 1949). apareció en
la «Rev. D. Pub.», núm. cit. en nota 5, páps. 600 y ss.
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del reclutamiento del personal, al que se refieren los artículos 42 y si-
guientes de la ley egipcia. Entre las condiciones exigidas por el artícu-
lo 44 para poder ser nombrado miembro del Consejo de Estado, mere-
cen destacarse las siguientes :

a') ~So tener menos de cuarenta años de edad para ser Consejero;
treinta y ocho, para ser Consejero-adjunto; treinta y cinco, para ser sus-
tituto; veinticuatro, para ser Auditor, y veintiuno, para ser Auditor
adjunto.

6'J Ser Licenciado en Derecho por alguna de las Facultades egip-
cias o poseer algún diploma extranjero equivalente.

Teniendo en cuenta esta última rondición y lo dispuesto en el artícu-
lo 45, creemos que el Tribunal de lo contencioso egipcio pueda contar
con personal técnico y preparado. Pero, en definitiva, ello dependerá
de la prudencia con que se hauan los nombramiento? (art. 42).

c) Se aplican las reglas de recusación dictadas para los miembros
del Tribunal de Casación (art. 25).

d) Y para darnos cuenta de la extensión de la jurisdicción del Con-
sejo de Estado egipcio, debemos acudir a los artículos 3 a 7 de la Ley
de 1949. Empleando una terminología muy propia del «eontencioso-
iidmiiii.strativo» francés, .1. HE SOTO afirma, en base a aquellos preceptos,
que el Consejo de Estado es normalmente (8) competente para juzgar
el contencioso-adrninistrativo; pero como los Tribunales judiciales pue-
den conocer ciertas cuestiones concurrentemente con el Consejo de Esta-
do, se distinguen, a propósito de su jurisdicción, tres Iiipótfsis distintas :
jurisdicción exclusiva, concurrente y descartada por la ley.

a') Jurisdicción exclusiva.

a") En única instancia: los litigios sobre elecciones provinciales y
municipales (art. 3. 1."), los litigios sobre funcionarios públicos (artícu-
lo 3, núms. 2.° a 5.") y los «recursos de anulación» (art. 3, 6.°). Por eso,
afirma DE SOTO que las materias así enumeradas cubren una parte del cam-
po del contencioso de «plena jurisdicción» y el contencioso de «anula-
ción».

b"J Como Tribunal de Casación : los recursos dirigidos a impugnar
las decisiones de otras autoridades con «competencia contenciosa» (ar-
tículo ()). Se trata de actos dictados por jurisdicciones —o pseudojuris-
diccionos— especiales, contra los que siempre cabe impugnación ante el
Consejo de Estado.

h') Jurisdicción concurrente.—Son los supuestos previstos en los ar-
tículos 4 y 5 de la Ley. cuya terminología, según DE SOTO, no es muy co-
rrecta : se trata de ciertas cuestiones de indemnización de perjuicios y
de contratos administrativos, en los que el particular puede acudir a los

(8) Cfr. art. cil., págs. 473 y ss.
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Tribunales ordinarios o al contencioso-administrativo. pero deducida la
pretensión ante uno de ellos, no puede reproducirse ante otro de natu-
raleza distinta.

c') Y, por último, carece de jurisdicción el Tribunal d<: lo conten-
cioso para conocer de las cuestiones políticas o de gobierno (art. 7, apar-
tado 1).

2. Partes.—Dos cuestiones merecen ser destacadas: la legitimación
y la postulación.

a) En orden a la legitimación, el apartado 2 del artículo 7 exiye
la existencia de un «interés personal». Sólo las personas que tengan un
interés personal podrán deducir la oportuna pretensión; en otro caso,
el Tribunal no entrará a examinar el fondo del asunto : la pretensión
será inadmisible.

b) En cuanto a postulación, del artículo 13 de la Ley se desprende
la necesidad de que la parte legitimada activamente esté asistida por
Letrado; dicho artículo exige que el escrito en el que se formule la
pretensión vaya firmado por Abogado.

C. Objeto del proceso.

1. La Ley egipcia de 1949 permite que la pretensión procesal admi-
nistrativa sea de «plena jurisdicción» o de «anulación». En realidad no
se emplea la terminología de «plena jurisdicción»; pero la distinción en-
tre uno y otro tipo de pretensión procesal, reducida a sus justos límite?
y no desorbitada como en otros ordenamientos, se da en el Derecho
egipcio. Concretamente, el párrafo segundo del artículo 9 de la Ley dice
que se aplicarán las reglas relativas a la cosa juzgada de los Códigos
de procedimiento civil y mercantil, pero si las decisiones son de anula-
ción, tendrán autoridad para todos (9).

2. Los actos susceptibles de impugnación son, en principio, todo*
los de carácter administrativo: no los actos de gobierno que se trata-i
de enumerar en el apartado 1 del artículo 7, señalando al final que no
serán admisibles «..en general cuantas otras demandas se refieran a actos
de soberanía» (10).

D. Plazo.

La regla general es que el plazo para iniciar el proceso es de sesenta
días, contados desde la publicación o notificación del acuerdo que se

(9) Cfr. art. cit., pág. 474.
(10) Existe jurisprudencia interesante del Consejo de Estado egipcio acerca de lo»

requisitos que debe reunir un acto para que pueda admitirse el «recurso». WALINE ha
estudiado dicha jurisprudencia (art. cit., págs. 491 y es.), resumiendo así los princi-
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impugna. Así lo establece el artículo 12, párrafo primero, según el cual
el plazo se interrumpe cuando se interpone un recurso ante la autoridad
administrativa que dictó el acio o ante el superior jerárquico. El propio
artículo contiene una norma sobre silencio administrativo en su párrafo
segundo, al decir que se entenderá denegado un recurso (administrati-
vo) cuando transcurran cuatro meses desde su interposición, en cuyo
caso el plazo de sesenta días para deducir la pretensión procesal empe-
zará a correr desde que expira el de cuatro meses (art. 12, párrafo tercero).

E. Procedimiento.

1. Iniciación.—El procedimiento se inicia por escrito, en el que se se-
ñalarán las indicaciones generales relativas al nombre v domicilio de las
partes, objeto del «recurso» e indicación de las piezas justificativas. A di-
cho escrito se acompañará una copia o extracto de la decisión atacada, pu-
diéndose presentar una nota exponiendo los argumentos de la pretensión
(art. 14).

La iniciación del proceso no suspende la ejecución del acto, si bien el
Presidente del Consejo de Estado podrá acordar la suspensión si se estima
que las consecuencias de la ejecución podrían ser irreparables (art. 10).

2. Desarrollo.

a) Interpuesta la pretensión, será notificada al Ministerio competente
y a los interesados, en un plazo de catorce días (art. 15). y en un plazo de
treinta días, contados desde la notificación, el defensor de la Administra-
ción deberá presentar sus conclusiones y medios de defensa, acompañados
de las actuaciones que estime útiles (art. 16, párrafo primero).

b) El demandante, en un plazo de catorce días, a partir de la expi-
ración de plazo anterior, puede formular escrito de réplica, en cuyo caso
el defensor de la Administración podrá, en un nuevo plazo de catorce
días, formular un escrito de contestación a la réplica (art. 16, párrafos se-
gundo y tercero).

En casos de urgencia, los plazos antes señalados podrán ser abreviados
por acuerdo del Presidente del Consejo de Estado, que deberá notificarse
a las partes en el plazo de veinticuatro horas (art. 17).

píos fundamentales en ella contenidos: Para que se pueda entrar a examinar el fon-
do es necesario que la pretensión 6e dirija contra un arto que reúna las circunstan-
cias siguientes:

l.« Que se trate de un acto administrativo individual, no de carácter general.
2." Que se trate de una resolución definitiva, no de actos de trámite.
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3. Decisión.

a) El Secretario del Tribunal someterá el asunto al Presidnte del
Consejo de Estado, a fin de que su decisión se atribuya a una de las
Salas (art. 19).

b) Después de los trámites señalados en los artículos 20 a 24 de la
Ley, se dictará la decisión del «recurso».

F. Efectos.

1. Efectos jurídicos.

a) De la fórmula que, según el artículo 26, deben adoptar las deci-
siones del Tribunal se desprende claramente cuáles serán los efectos eje-
cutivos de la misma :

a ) Cuando la decisión es de anulación, se expresará : «El Ministro
y los Jefes de las Administraciones competentes están obligados a ejecu-
tar esta decisión y su contenido.» Y, como antes se dijo, según el artícu-
lo 9, párrafo primero, en estos casos la decisión produce efectos erga
omnes.

b') En los demás casos, en las decisiones se expresará : «La autori-
dad encargada de la ejecución deberá proceder si es requerida para ello,
y las autoridades competentes deberán ayudar a la ejecución, con el con-
curso de la fuerza pública si fuese necesario.»

b) Contra Jas decisiones del Tribunal de lo contencioso-administra-
tivo egipcio no cabe recurso alguno, tanto cuando actúa como Tribunal
de casación como cuando actúa en única instancia.

2. Efectos económicos.—Según el artículo 28, «la tarifa de los dere-
chos de justicia será fijada por Decreto».

III. EL LÍBANO.

A. Idea general.

1. La consideración del Líbano como «territorio autónomo», inde-
pendiente de Siria, arranca del 3 de agosto de 1920, aprobándose un Re-
glamento provisional de organización administrativa el ].° de septiembre
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del mismo año (11). Durante la dominación francesa, el Derecho proce-
sal administrativo libanes está manitiestamente influido por el sistema
metropolitano. Sin embargo, en la evolución de su Ordenamiento jurí-
dico se observa una oscilación que va del sistema administrativo al ju-
dicial. En efecto, si el 11 de septiembre de 1924 se crea un Consejo de
Estado que ejerce funciones jurisdiccionales en materia administrativa,
el 24 de agosto de 1928 se suprime aquel Consejo, confiriendo a la Corte
de Casación el conocimiento de los litigios administrativos; en 1939 se
instituye de nuevo en Consejo Superior del contencioso, y el 29 de abril
de 1941 se restablece el Consejo de Estado (12).

2. La Ley de 10 de mayo de 1950 ha vuelto al sistema judicial, con-
fiando el conocimiento de los litigios administrativos, antes atribuidos al
Consejo de Estado, a la Corte de Casación (13). Para justificar esta dis-
posición, se han aducido las razones siguientes (14) :

a) Que el personal del Consejo de Estado se reclutaba de la misma
manera que el personal de los órganos judiciales; los miembros que le
componían no justificaban ninguna especialización; su formación era la
misma que la de los Magistrados.

b) Que el Consejo de Estado había perdido, desde hacía tiempo, sus
atribuciones consultivas.

c) Que, dado el escaso número de litigios administrativos, no se
estimaba necesario crear Tribunales especializados en materia adminis-
trativa.

B. Sujetos del proceso.

1. Órgano jurisdiccional.—Como antes se ha dicho, la legislación
vigente en el Líbano atribuye el conocimiento de los litigios administra-
tivos a la jurisdicción ordinaria. Son órganos jurisdiccionales competen-
tes los siguientes (15):

a) Una Sección, especial de la Corte de Casación, que conoce, según
el artículo 20 de la Ley de 1950, de las cuestiones siguientes :

a'J Demandas de anulación por exceso de poder.

(11) M. BAROUDI, Les problémes juridiques..., cit., páps. 148 y ss.
(12) CARDAHI, La juridiction administrative an Liban pt son evolution, «L.J.C.E.»,

págs. 585 y ss. Pese a esta evolución, se puede constatar una cierta continuidad en la
jurisprudencia administrativa libane?a, inspirad» en las directrices del Consejo de Es-
lado /ranees. Vid. también SALEH, Liban: le rontentieux administratij, «Rev. D. Pub.»,,
1950, págs. 800 y ss.

(13) CARDAHI, an. cit., pág. 587.
(U) CARDAHI, an. cit., págs. 587 y ss.
(15) CARDAHI, art. y loe. cits.
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b') Legalidad de las elecciones de los Consejos administrativos de
las municipalidades y de los Moukhtars.

c') Demandas de anulación de las decisiones dictadas en materia dis-
ciplinaria.

b) Los órganos judiciales de primera instancia tienen competencia
en los demás casos. En el artículo 3.° de la Ley se enumeran las cues-
tiones típicas que el Derecho francés ha incluido bajo la denominación
de «contencioso de plena jurisdicción».

2. Partes—Se requiere la capacidad procesal general. No sólo está
legitimado activamente el que alegue la titularidad de un derecho subje-
tivo, sino también el que alegue un interés directo, personal y legítimo
(art. 5.°). Al referirse al «recurso de anulación», la jurisprudencia ha
establecido que las personas afectadas por el acto administrativo cuya
anulación se pretende están activamente legitimadas (16).

3. Objeto del proceso.—El Derecho procesal administrativo libanes
admite los dos tipos clásicos de pretensiones admitidos en Derecho fran-
cés : de «plena jurisdicción» y de «anulación», que proceden contra actos
de autoridades que tengan carácter propiamente administrativo. Cuando'
se trata de una pretensión de anulación, ha de fundarse en alguna de las
cuatro causas tradicionales (17).

4. Procedimiento.—Se distinguen los procesos de que conoce la Corte
de Casación de aquellos otros que se tramitan ante órganos inferiores :

a) La Corte de Casación debe seguir las reglas del Derecho adminis-
trativo en cuanto a procedimiento, reglas que están inspiradas en los
principios de la jurisprudencia del Consejo de Estado francés.

b) En los demás casos se siguen las reglas sobre procedimiento ju-
dicial; pero se aplicarán las reglas sobre procedimiento administrativo
respecto de lo que, con terminología francesa, se llama ('introducción
de instancia» (18).

Jtsús GONZÁLEZ PÉREZ

(16) Arrét 27 enero 1947, en «Revue Jiidiciaire Libanaise», 1947, pág. 33 (cit. por
CARDAHI).

(17) CARDAHI, art. cit., págs. 591-593.
(18) Cfr. MEJEAN, La procedure devant le Conse.il de Prejecture, Paris, 1949, pá-

gina 39, y CARDAHI, art. cit., pág. 588.
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